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1.- INTRODUCCION 

Las siguientes páginas no pretenden agotar el análisis de toda la normativa vasca sobre vivienda. Su objetivo es describir, de forma somera, las normas fundamentales que regulan las VPO en Euskadi 
con la intención de ilustrar que el actual modelo vasco de Vivienda Protegida no es sino una ortodoxa traslación de los mandatos constitucionales dirigidos hacia el legislador autonómico, aunque, en muchas ocasiones, tal traslación se haya construido un tanto a contracorriente 
.
En primer lugar, es necesario hacer recuento de los preceptos constitucionales de los que bebe la normativa vasca de vivienda. Sin ánimo de ser exhaustivo es necesario citar las siguientes fuentes constitucionales:
· Artículo 1.1: consideración del Estado español como un Estado Social y Democrático de Derecho, recalcando lo de social (aunque como nos enseño el maestro Elias DIAZ  ninguno de los adjetivos del artículo 1.1 puede entenderse sin los otros y, por lo tanto, todos ellos son indisolubles).

· Artículo 9.2: conjunto de misiones de los poderes públicos para lograr la libertad e igualdad efectivas y no meramente formales (este precepto del Título Preliminar es, sin duda, la espina dorsal de toda actuación pública en cualquier campo en el que se den concomitancias entre el mercado –rentabilidad económica- y el Estado –rentabilidad social-)
· Artículo 47: el acceso de los ciudadanos y ciudadanas a una vivienda digna (y la consiguiente obligación de los poderes públicos de actuar para dar contenido material a este mandato), como no puede ser de otra forma, es la piedra angular sobre la que construir el edificio de la acción pública en materia de vivienda; este derecho ciudadano se configura en el verdadero motor de la normativa vasca en materia de vivienda y su fin último 
.
· Artículos 33.1 y 38: no podemos desconocer la protección constitucional a la propiedad (en materia de vivienda especialmente importante en lo relativo al suelo) y a la libertad de empresa, pero a diferencia de lo que hacen otras normativas de vivienda del Estado español, la normativa vasca opta claramente por la centralidad del artículo 47 y la lectura del derecho a la vivienda en conjunción con otros preceptos constitucionales, algunos de los cuales cito a continuación

· Artículo 45: derecho al medio ambiente (por obvio, me ahorro cualquier comentario sobre la evidente imbricación entre vivienda, urbanismo y medio ambiente)
· Artículo 40: obligación de los poderes públicos de procurar una redistribución de la renta personal más equitativa (este precepto suele ser rara vez citado en materia de vivienda, pero es sin duda un faro del que emana una poderosa luz constitucional para guiar a los gestores públicos en la elección de quienes deben ser los destinatarios preferentes de las prestaciones, bienes y servicios públicos en materia de vivienda)
· Artículo 48: obligación de los poderes públicos de coadyuvar al desarrollo político, social, económico y cultural de los jóvenes (colectivo de especial riesgo en materia de vivienda en la actual coyuntura social y económica)

· Artículo 49: integración de las personas con discapacidades físicas (la mención constitucional tiene especial sentido en el caso de un bien, como la vivienda, que en función de sus características físicas va a permitir o impedir la plenitud de la ciudadanía de este colectivo)
· Artículo 50: bienestar de las personas de la tercera edad (con especial atención a sus necesidades específicas de vivienda citadas expresamente por la Carta Magna)

· Artículo 39: protección a las familias (obviamente a los distintos tipos de familias hoy existentes y reconocidos legalmente, todos ellos necesitados de tutela pública)

· Artículo 51: defensa de los derechos de los consumidores y usuarios (precepto en el que se puede subsumir con facilidad toda la lucha contra el fraude y la defensa de la dignidad de la Vivienda Protegida; garantizar desde las Administraciones Públicas el régimen de la VPO, tan frecuentemente violado, es, sin duda, defender a los consumidores y usuarios)
· Artículo 43, 44, 35 y 27: derecho a la salud, cultura, trabajo y educación (aunque no suele ser habitual hablar de Vivienda Protegida y este conjunto de derechos, es claro que el disfrute efectivo de los mismos se ve claramente condicionado por el acceso fácil o difícil a una vivienda digna y adecuada, pues no todas las localizaciones físicas producen la misma relación con los servicios públicos y los mercados privados de salud, cultura, trabajo y educación)
· Artículos 20 a 23: derechos de reunión, asociación, expresión y participación en los asuntos públicos (aunque pueda parecer que los derechos civiles y políticos no se ven afectados en absoluto por el artículo 47, es claro que solo las personas con acceso al agora –virtual, pero también física, pues telepolis no puede sustituir completamente a la polis tradicional 
- pueden disfrutar de estos derechos plenamente y en el caso de ser expulsado de los tejidos urbanos bien dotados de servicios públicos y privados el disfrute del status de ciudadanía puede devenir nominal; por ello la acción de los poderes públicos debe procurar a las personas no atendidas por el mercado una vivienda digna y adecuada también para el disfrute de estos derechos)
· Artículo 19: derecho a la libre elección de residencia (este derecho solo será total y absoluto para aquellas personas con renta suficiente como para adquirir una Vivienda Libre digna y adecuada en el mercado y es misión de las Administraciones Públicas lograr que todos los ciudadanos puedan disfrutar del mismo, con independencia de su renta personal disponible).
Este es el marco teleológico de la normativa vasca en materia de Vivienda Protegida. Como se ve, partimos de un planteamiento claro de Estado Social que apuesta por la vivienda como un agregado de bienes que permite el disfrute de todos los derechos civiles, políticos, económicos y sociales. Como se puede comprobar, para nosotros la vivienda es, o queremos que sea, mucho más que, en expresión de LE CORBUSIER, una “maquina de habitar”. La vivienda es un presupuesto material y físico del disfrute de la ciudadanía plena. Muchos ciudadanos pueden conseguir ese prius en el mercado sin problemas. Pero otros muchos (jóvenes, colectivos de rentas bajas, mayores, discapacitados, etc) no son considerados por el mercado (en expresión de GAMBARO 
 el mercado no procesa necesidades –sociales-, solo demandas –económicas solventes-) y deben ser atendidos por las Administraciones Públicas. La ciudadanía plena no puede depender de la renta disponible, al menos en un Estado Social y Democrático de Derecho.
Finalmente dejo apuntada una reflexión, que recuperaremos al final de este trabajo, sobre la dicotomía entre derecho constitucional y derecho administrativo. En el caso que nos ocupa, el derecho ciudadano a la vivienda, se produce un fenómeno de interdependencia, pues el mandato constitucional a los poderes públicos de tutela del derecho de la ciudadanía a una vivienda digna no se podrá cumplir sin acción y derecho administrativo. Por lo tanto, aunque el derecho administrativo pueda parecer un “pariente pobre” del derecho constitucional, pues este ultimo trata de disciplinar el poder real al criterio democrático de la ciudadanía y el primero parece limitarse a organizar un cuerpo (la Administración) al servicio de unos fines (el interés general), en el caso de la vivienda el derecho administrativo tiene un papel muy superior al previsto por la teoría clásica. En este sentido debemos recordar las palabras del maestro que no hace mucho que nos abandono NOBERTO BOBBIO 
 cuando se refería al derecho administrativo como la rama del derecho con verdadera capacidad de transformación, en el contexto de una sociedad organizacional, como es la nuestra.
Sea como fuere, todos admitiremos que es imposible estudiar un derecho ciudadano (especialmente si este es social y/o económico) sin considerar la perspectiva constitucional, el derecho administrativo y, como no, las políticas públicas en las que se concretan tanto lo constitucional como lo administrativo.
2.- NORMAS SOBRE VPO EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO 
Pues bien, “bajando” de lo constitucional a lo administrativo se impone describir las apuestas fundamentales de la normativa vasca de vivienda que pivota, como otras muchas, en torno a la categoría de la VPO. 
2.1.- RASGOS NORMATIVOS DEFINITORIOS DE LA CATEGORÍA VPO
La definición de la VPO la podemos encontrar en las siguientes normas: 
· Decreto 315/2002, de 30 de diciembre, sobre régimen de VPO y medidas financieras en materia de vivienda y suelo 
 y Decreto 290/2003, de 25 de noviembre por el que se modifica el Decreto sobre régimen de VPO y medidas financieras en materia de vivienda y suelo 
.

· Orden de 25 de agosto de 2003 del Consejero del Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre determinación de precios máximos de VPO 
 (modificada por la Orden de 1 de agosto de 2004).
· Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se aprueban las Ordenanzas de Diseño de VPO 
. 
· Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre circunstancias de necesidad de vivienda 
. 
· Orden de 14 de junio de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de VPO (del Gobierno Vasco) 
.
· Orden de 18 de agosto de 2003, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de VPO a que se refiere el artículo 12 del Decreto 315/2002. (promociones privadas) 
. 
· Orden de 26 de febrero de 2004, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de VPO a que se refiere el artículo 11-4 del Decreto 315/2002 (promociones municipales) 
. 
· Orden de 30 de junio de 2004, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de promociones privadas de viviendas de protección oficial llevadas a cabo por cooperativas, comunidades de bienes o promoción para uso propio 
.
· Ley 7/1988, de 15 de Abril, de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de VPO a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi y su norma de desarrollo el Decreto 103/1997.
En virtud del corpus normativo anterior, tiene la consideración de VPO aquella vivienda que se ajusta a las características técnicas y económicas previstas en el Decreto 315/2002, y en sus normas de desarrollo. Es decir, aquella que ha sido promovida bajo un régimen legal que significa, en primer lugar, que ha sido calificada como tal por la Administración, siendo esas características técnicas y económicas las siguientes:

· deben tener determinadas superficies 

· su precio está determinado legalmente 

· los canales de acceso a su disfrute no son los propios del mercado libre y están fuertemente intervenidos por las Administraciones Públicas

· se someten a unas determinadas normas de uso:

· no podrán estar vacías, es decir, deberán ser residencia habitual y permanente de sus titulares.
· las VPO que hayan sido adjudicadas en propiedad o en derecho de superficie no podrán ser cedidas en arrendamiento ni en precario, salvo autorización expresa en este sentido por parte del Delegado Territorial. 
· si la adjudicación ha tenido lugar en arrendamiento, el uso de la misma no podrá ser cedido por ningún titulo.

· y desde el punto de vista jurídico, son unas viviendas radicalmente diferentes a las de mercado sometidas únicamente al derecho privado.
· de entre los rasgos diferenciadores de las VPO en Euskadi respecto a las Viviendas Libres destaca el hecho de que las calificaciones de VPO otorgadas con arreglo al Decreto 315 tienen carácter definitivo o permanente. 
Esta calificación permanente es una novedad no solo en Euskadi, sino también en el conjunto del Estado 
. Las VPO son, o al menos así lo entendemos nosotros, un patrimonio inmobiliario construido con el dinero de los contribuyentes (han aportado más los que más tienen) o gracias a la existencia de reservas de suelo delimitadas por ley a favor de la comunidad y que deben tener como destino la satisfacción del derecho constitucional de acceso a una vivienda digna de los ciudadanos más necesitados de tutela pública (deben recibir más los que menos tienen). Como tal estas VPO, tanto las públicas como las privadas, están adscritas funcionalmente a la satisfacción de una necesidad social y con ellas ningún particular debe poder lucrarse y monetarizar una plusvalía de forma privada e individual. El patrimonio inmobiliario que constituyen las Viviendas de Protección Oficial puede y debe rotar entre aquellos ciudadanos necesitados de vivienda, pero en ningún caso se debe producir un lucro privado en las operaciones de cambio de titular. Por todo lo anterior desde diciembre de 2002 todas las nuevas Viviendas de Protección Oficial promovidas en Euskadi estarán calificadas como tal de por vida.
Llegados a este punto es importante que reflexionemos sobre que implica esta calificación permanente en el instituto de la propiedad privada 
. En principio cabe señalar que ningún tipo de propiedad, ni siquiera la propiedad privada pura, sigue el concepto romano de propiedad (uti et abutendi), pues toda la propiedad está, ex constituione, está delimitada por su función social (artículo 33.2 de la Constitución) y toda la riqueza, sea cual sea su titularidad, está subordinada al interés general (artículo 128.1 de la Constitución). De la misma manera cabria señalar que las Viviendas de Protección Oficial no pueden asimilarse sin más a la categoría de dominio público. Ya sabemos lo que no son, pero debemos pasar a una definición positiva de lo que son.
Desde nuestro punto de vista, en el caso de las VPO calificadas de por vida en Euskadi estamos ante un ejemplo más de propiedad privada fuertemente intervenida por el Estado. Como en los casos del patrimonio histórico-artístico, la propiedad intelectual o la industrial, en el caso de la VPO vasca asistimos a una propiedad privada penetrada por una serie de limitaciones impuestas por razones de interés general. Las VPO construidas gracias al esfuerzo tributario de todos deben tener como destinatarios a la parte de la ciudadanía más necesitada de tutela pública. Por ello, el acceso a este tipo de propiedad esta fuertemente intervenido por la Administración (como veremos a continuación), su uso está regulado y es inspeccionado para comprobar que es el correcto y las segundas y posteriores transmisiones están sometidas a un fuerte aparato de controles y garantías para evitar el fraude y procurar que los siguientes titulares sean personas también dignas de la tutela pública. 
Estamos pues ante lo que el profesor Luciano PAREJO 
 llama una propiedad privada sometida a múltiples servidumbres públicas como consecuencia del interés general que está en juego en la materia. Estamos también ante una propiedad privada en la que su función social es mucho más presente o explícita que en el resto de supuestos de propiedad privada. Por lo tanto, debemos concluir que estamos ante una propiedad privada sui generis de características técnicas y económicas tasadas normativamente y que, desde el punto de vista jurídico, tiene muy poco que ver con la vivienda libre.
2.2.- CLASES DE VPO EXISTENTES EN EUSKADI
Una vez caracterizada la VPO corresponde hacer inventario de los tipos que se dan de las mismas en Euskadi. El artículo 2 del Decreto 315/2002 clasifica estas viviendas clasifican en función de su precio máximo de venta y renta y de los sectores sociales a quienes se destinen, en: Viviendas de Protección Oficial de régimen general y Viviendas Sociales o de régimen especial. 
Por su parte, el Decreto 315/2002 y el 290/2003 que lo modifica y las órdenes sobre procedimientos de adjudicación de los diversos tipos de VPO diferencian entre:
1) VPO publicas: la acometida por los entes públicos territoriales: Gobierno Vasco   y Ayuntamientos
2) VPO privadas: la promovida por las demás personas físicas o jurídicas, incluidas las promociones concertadas 
.
· privadas puras: son aquellas que los titulares de suelo calificado para VPO deben promover ex lege 
.
· privadas conveniadas: son promociones técnicamente privadas pero que han recibido ayudas del Gobierno Vasco y sin las cuales no serían viables económicamente y por lo tanto no se llegarían a realizar. El caso más típico es el de las promociones realizadas por empresas privadas y cajas de ahorros con destino al alquiler que han sido fuertemente financiadas por el Gobierno Vasco.
· concertadas - privadas: promociones privadas impulsadas por la Administración mediante la constitución a favor de un promotor de un derecho de superficie sobre suelo propiedad de la administración o la concesión al promotor de los beneficios que se establezcan en la correspondiente convocatoria pública o convenio.  Como regla general, la adjudicación de una promoción concertada se lleva a cabo por el procedimiento de licitación abierto y la forma de adjudicación de concurso (reguladas en los artículos 29 y siguientes del decreto 315/2002).
· concertadas con sociedades publicas: se realizan a través  de convenios de colaboración o contratos-programa, sin seguir el procedimiento previsto en el artículo 31 del decreto 315 /2002 para las promociones concertadas privadas. En este régimen debemos encuadrar las promociones de la sociedad pública Visesa.
Como se puede observar la mayor parte de las viviendas que la norma llama privadas son en realidad VPO públicas o parapúblicas, pues sin la intervención de una Administración Pública no se podrían hacer ni las viviendas concertadas con la iniciativa privada, ni las viviendas objeto de contrato-programa entre el Gobierno Vasco y la sociedad pública promotora Visesa, ni las viviendas conveniadas con Ayuntamientos y Cajas de Ahorros.

Fuera de estas categorías no hay Viviendas de Protección Oficial en Euskadi. Las categorías alegales (pues en estos momentos no están recogidas ni en norma de rango legal ni reglamentario del Gobierno Vasco) de “Viviendas de Precio Tasado”, “Viviendas de Protección Local” u otras no son sino Viviendas Libres a las que alguna Administración Pública les da ese nombre porque se pactan con la iniciativa privada precios inferiores a los de mercado, pero sin someterse a la normativa vasca de VPO (precios, normas de acceso, normas de uso, plazo de calificación, etc). Estamos pues ante casos de voluntarismo para reducir los precios de mercado (cuando esta pléyade de tipologías se realizan sobre suelos destinados a Vivienda Libre) o ante intentos torticeros e ilegales de saltarse las reservas de suelo para VPO (cuando estas viviendas se impulsan sobre suelos destinados a VPO).
2.3.- LOS BENEFICIARIOS DE LAS VPO
Esta es, sin duda, uno de los temas claves en materia de Vivienda Protegida y también uno de los asuntos a los que mayor atención ha dedicado la normativa vasca sobre VPO 
.
Antes de exponer los requisitos necesarios para ser beneficiario de una VPO en Euskadi es necesario explicar que es el Servicio Vasco de Vivienda – Etxebide, es decir el Registro de solicitantes de vivienda. En la Comunidad Autónoma Vasca existe un Registro de solicitantes de VPO donde deben inscribirse las personas interesadas en ser demandantes de este tipo de viviendas. Etxebide es el primer y más poderoso instrumento con que cuenta la Administración para conocer, cual es la demanda y las diferentes necesidades de vivienda que tiene parte de la sociedad vasca. Etxebide es un Registro abierto de forma permanente y no está vinculado a promociones concretas, lo que significa que una vez dado de alta se tiene la posibilidad de entrar en todos los procedimientos de adjudicación de vivienda en los que se cumplan las condiciones establecidas en cada caso, sin más obligación que renovar esa inscripción cada cuatro años (y mantener informada a la Administración de los cambios que se produzcan en el expediente: domicilio de notificación, teléfono, domicilio de empadronamiento, etc) 
.

La inscripción en Etxebide es el paso previo al acceso a una VPO, teniendo siempre presente que para acceder a una vivienda, sea en derecho de superficie, compra o arrendamiento, es necesario además cumplir los requisitos que exija la normativa general y cada promoción en concreto. 

Para ser dado de alta en el Registro es necesario cumplir los siguientes requisitos:

· Residencia en cualquier municipio del País Vasco, que será acreditada mediante el correspondiente certificado de empadronamiento en el que conste la antigüedad.

· Carecer todos los miembros de la unidad convivencial de vivienda en propiedad, nuda propiedad, derecho de superficie o usufructo. 

· Acreditar unos ingresos entre el mínimo y máximo que exija la normativa (en estos momentos, entre 3.000 y 15.100 euros para el alquiler de Vivienda Social, entre 3.000 y 21.100 para el alquiler de Vivienda de Protección Oficial y entre 9.000 y 33.100 euros para el derecho de superficie y la propiedad). 

No debemos confundir los requisitos para ser dado de alta en Etxebide con los requisitos para ser adjudicatario de una VPO en derecho de superficie o alquiler. En parte son requisitos concurrentes (empadronamiento, carencia de vivienda y determinados ingresos), pero conceptualmente son cosas distintas. Para poder ser adjudicatario de Vivienda de Protección Oficial es necesario cumplir los siguientes requisitos:

· Ser mayor de edad o estar emancipado.
· Residencia en cualquier municipio del País Vasco.
· Tener necesidad de vivienda. Fundamentalmente carecer todos los miembros de la unidad convivencial de vivienda en propiedad, nuda propiedad, derecho de superficie o usufructo durante los dos años inmediatamente anteriores a:

· la fecha de publicación de la Orden del Consejero que dé inicio al procedimiento de adjudicación de viviendas

· la fecha de calificación provisional, en el supuesto de promociones privadas

· la fecha de presentación del visado en segundas y posteriores transmisiones. 

· Acreditar unos ingresos entre el mínimo y máximo que exija la normativa.
· No haber sido adjudicatario de otra vivienda de protección oficial en los dos años anteriores, aunque los beneficiarios de vivienda en arrendamiento podrán ser posteriormente beneficiarios de vivienda en derecho de superficie.

Todos estos requisitos son de obligado cumplimiento, sólo se admiten algunas excepciones, reguladas por norma, a la carencia de vivienda. En este sentido, la Orden de 30 de diciembre  de 2002, sobre circunstancias de necesidad de vivienda, considera necesitadas de vivienda a personas que aún siendo titulares de vivienda, se encuentren en las situaciones que a continuación se detallan:

· Vivienda sobre la que se haya declarado el estado ruinoso.

· Vivienda que esté incluida en una relación definitiva de bienes y derechos afectados por algún expediente ex propietario.

· Vivienda de superficie útil de 36 m2 o menos, o que no reúna cualquier otra de las condiciones mínimas de habitabilidad 

· Tras procedimiento de separación o divorcio

· siempre que el solicitante carezca de otra vivienda habiéndose designado judicialmente la vivienda familiar existente como domicilio al otro cónyuge.

· o en los casos de venta del antiguo domicilio conyugal, siempre que el líquido que perciba cada ex cónyuge no exceda los 72.000 euros.

· En el supuesto de herencia aceptada y liquidada, cuando exista cotitularidad de una o varias viviendas de la masa hereditaria, el heredero cotitular, siempre que cumpla los siguientes requisitos.

· Ninguno de los porcentajes de cotitularidad podrá superar el 50%.

· El valor de las participaciones en vivienda dentro de la masa hereditaria no podrá superar los 72.000 euros, según informe de tasación.

· Idéntico tratamiento se dará a los supuestos en los que dicha cotitularidad de una o varias viviendas proceda de donaciones de padres a hijos.

· Que exista entre los solicitantes algún miembro de la unidad convivencial que acredite la condición de discapacitado 
.

· Personas mayores de 70 años, o más, titulares de una vivienda que no reúna condiciones de accesibilidad., y mayores de 65 años que soliciten apartamentos tutelados.
· Unidades convivenciales de 5 o más miembros y las familias numeras, cuando alguno de sus miembros tenga una vivienda con una superficie mayor de 36 m2 e inferior a 72 m2, cuando exista una ratio de menos de 12 m2 útiles por persona.
Es necesario puntualizar que en el caso de discapacitados, mayores de 70 años, familias numerosas o unidades convivenciales con más de cinco miembros, para poder acceder a una VPO deben poner a disposición del Gobierno Vasco la vivienda libre de la que son titulares. Estas viviendas obtenidas como consecuencia de la puesta a disposición mencionada podrán ser calificadas como VPO mediante resolución del Delegado Territorial y destinadas a demandantes inscritos en Etxebide. Si el acceso a la VPO es régimen de alquiler, el miembro de la unidad convivencial que sea titular de la vivienda tiene la obligación de ponerla a disposición de la Administración para que sea cedida en arrendamiento.

Finalmente, debemos reseñar que si no se debe confundir los requisitos para ser dado de alta en Etxebide con los requisitos para ser adjudicatario de VPO. Estos a su vez no deben confundirse con los requisitos necesarios para participar en un concreto procedimiento de adjudicación de VPO, de los que vamos a hablar a continuación.

2-4.- TITULOS DE DISFRUTE DE LA VPO EN EUSKADI 

La adquisición de VPO podrá realizarse, de acuerdo con lo que establezca la convocatoria correspondiente, en alguno de los siguientes títulos:
· propiedad o pleno dominio (solo promociones municipales y privadas, dado que este es un régimen no utilizado por el Gobierno Vasco) en torno al 65% de la VPO vasca.

· derecho de superficie (modalidad a la que el Gobierno Vasco destina el conjunto de sus promociones de Vivienda de Protección Oficial de régimen general) en torno al 20% de la VPO vasca.

· arrendamiento (al que el Gobierno Vasco destina todas sus promociones de Vivienda Social y parte de las Viviendas de Protección Oficial de régimen general) en torno al 15% de la VPO vasca
· cualesquiera otros contemplados en la legislación civil.
2.5.- ADJUDICACION DE LA VPO PROMOVIDA POR EL GOBIERNO VASCO 

El sorteo es el principio general en materia de adjudicación de VPO. Frente a otros sistemas autonómicos que han optado por el baremo, en la Comunidad Autónoma del País Vasco hemos optado por un sistema, el de sorteo, que combinado con unos cupos de discriminación positiva o atención preferente, posibilitan la adjudicación transparente y social de toda la VPO, con independencia de quien sea el promotor de la misma 
 .
El procedimiento de adjudicación de Vivienda de Protección Oficial de promoción pública, concertada o sujeta a convenio se define en el artículo 11.1 del Decreto 315, modificado por el Decreto 290/2003. Y por Orden del Consejero se regula reglamentariamente el procedimiento de adjudicación de las promociones de VPO de los siguientes tipos:
· VPO promovidas directamente por el Departamento de Vivienda del Gobierno Vasco.
· VPO de promoción concertada entre el Gobierno Vasco y los promotores privados, excepto las promovidas por cooperativas.
· VPO promovidas por sociedades públicas o privadas, que se encuentren participadas directa o indirectamente por el Departamento
· VPO para cuya promoción se haya suscrito Convenio entre el Gobierno Vasco y una entidad privada a fin de recibir estas ayudas públicas.
· y en los demás casos cuando así lo establezca la normativa vigente o se suscriba un Convenio al efecto.
Este principio general del sorteo para todas las Viviendas de Protección Oficial promovidas directa o indirectamente por el Gobierno Vasco admite una serie de excepciones de tipo social. Mediante Orden del Consejero se pueden excluir del procedimiento de adjudicación viviendas que se destinen a necesidades específicas de vivienda del propio Departamento. Estas excepciones objetivas al sorteo tienen como origen la cobertura de procesos de realojo, ventas de Viviendas de Protección Oficial a otras Administraciones Públicas, así como otros fines sociales del propio Gobierno Vasco. 
De la misma manera, se puede excepcionar (en este caso estamos ante excepciones sociales subjetivas) del cumplimiento de alguno de los requisitos para poder ser adjudicatario de una Vivienda de Protección Oficial a las víctimas del terrorismo y de la violencia sexista, inmigrantes y niños de la guerra, entendiendo como tales a los encuadrados en la normativa que los regule, así como a otros colectivos en situaciones de especial necesidad, siempre que dichos colectivos hayan sido definidos por la normativa sectorial en vigor, siempre que dicha necesidad esté relacionada con la vivienda y sea acreditada por la institución competente en la protección de los derechos de esos colectivos.
Cada procedimiento de adjudicación se inicia por una Orden del Consejero de Vivienda, una vez que la promoción obtiene la calificación provisional, y recoge, como mínimo, los siguientes extremos:
· Número de viviendas a adjudicar.

· Municipios declarados interesados.

· Régimen de cesión de las viviendas.

· Fecha hasta la cual serán tenidas en cuenta las solicitudes de inscripción en el Servicio Vasco de Vivienda - Etxebide.

· Reservas en los cupos de discapacitados, unidades convivenciales monoparentales y menores de 35 años.

· También se pueden establecer reservas adicionales en función de las especiales características de la promoción o de la demanda del municipio o ámbito de que se trate para unidades convivenciales numerosas y demandantes con más de cuatro años de antigüedad en el Servicio Vasco de Vivienda – Etxebide.

· Y se acaba de incluir en la reserva de las unidades convivenciales monoparentales a mujeres víctimas de violencia de género.

· Exclusiones del procedimiento de adjudicación y reserva para necesidades específicas del Departamento.

· Exclusiones del procedimiento de adjudicación como consecuencia de realojos.

· Exclusiones del procedimiento de adjudicación y reserva para su enajenación a las Diputaciones Forales y Ayuntamientos para atender sus propias competencias y políticas sociales.

Examinadas las solicitudes hasta la fecha que determina la Orden de inicio de procedimiento, efectuadas las subsanaciones pertinentes, publicadas las listas provisionales y resueltos los recursos administrativos presentados, se procede a la aprobación de las correspondientes listas de admitidos y excluidos en cada promoción. A continuación se realiza el sorteo para seleccionar las personas adjudicatarias de vivienda dentro de cada lista. Este sorteo se realiza ante Notario, el acto es público, en ocasiones se retransmitido por televisión y a partir de ahora se podrá consultar el video del sorteo en la Web de Etxebide. Las listas de seleccionados serán publicadas en el Tablón de Anuncios de la Delegación Territorial correspondiente. 
La condición de seleccionado adquirida en cualquier procedimiento impide la participación en procesos de adjudicación posteriores, salvo en el caso de renuncia expresa a dicha condición con anterioridad a la publicación de la Orden de inicio del proceso de selección. Posteriormente se procede a la adjudicación de viviendas a los integrantes de la lista de seleccionados. Esta adjudicación se realiza por sorteo teniendo en cuenta la adecuación de la composición familiar al programa y a la superficie de la vivienda. Se comunica a cada interesado la vivienda que le ha sido adjudicada concediéndole un plazo para que presente la documentación de aceptación correspondiente, en el caso de viviendas promovidas por el Departamento, o la suscripción del contrato correspondiente.
Con anterioridad a la formalización de la adjudicación se verifica de nuevo  el cumplimiento del requisito de carencia de vivienda y en caso de no cumplirlo se deja sin efecto la adjudicación. La eficacia de la transmisión queda sometida a la condición suspensiva de ocupar las viviendas adjudicadas en el plazo de tres meses a contar desde la entrega de las llaves. La adjudicación de una VPO conlleva automáticamente la baja en el Registro de demandantes –Etxebide y el alta de la misma y de su usuario en el Registro de Viviendas de Protección Oficial, instrumento que contiene todas la VPO con calificación vigente en la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como la información básica de sus usuarios (titulares del derecho de superficie, propietarios de dominio pleno, inquilinos, etc).
2.6.- ADJUDICACION DE LA VPO MUNICIPAL 
Las VPO que sean propiedad de las Corporaciones municipales, o de sus organismos autónomos locales o sociedades públicas municipales, o para cuya promoción estos hayan suscrito convenio con promotores privados quedan fuera del ámbito de aplicación del procedimiento antes descrito 
, al ser reguladas por una norma propia. 
Esta norma 
 establece la libertad a los ayuntamientos para realizar su propia política de sorteos de Vivienda de Protección Oficial, aunque con algunas limitaciones:
· el sorteo se configura como sistema general de adjudicación de VPO municipal
· las excepciones al sorteo, para hacer frente a las necesidades específicas de los ayuntamientos en materia de política social, deberán tener como destino el alquiler o la cesión en precario
· las promociones municipales de VPO deberán obtener la Calificación Provisional con carácter previo a su sorteo
· en el caso de que la promoción municipal de VPO haya recibido ayudas del Gobierno Vasco, el requisito de empadronamiento en el municipio no podrá superar los tres años.
· en el sorteo municipal tendrán derecho a participar los demandantes del listado municipal y, en el caso de que exista un convenio de colaboración entre el Ayuntamiento y el Gobierno Vasco, los demandantes inscritos en el Servicio Vasco de Vivienda – Etxebide empadronados en el municipio.
2.7.- ADJUDICACION DE LA VPO PRIVADA
El artículo 11.1 del Decreto 315 prescribe que la adjudicación se realizará respetando los principios de publicidad, concurrencia y transparencia, a través de un procedimiento que garantice el cumplimiento de los mismos.  Y por Orden de 18 de agosto de 2003 se estableció un procedimiento de adjudicación de promociones privadas que se basa en los siguientes principios:
· Los promotores privados deberán adjudicar las Viviendas de Protección Oficial mediante un sorteo ante notario entre los demandantes que le proporcione el Servicio Vasco de Vivienda – Etxebide.
· Las promociones privadas de Vivienda de Protección Oficial deberán solicitar la Calificación Provisional antes de ser sorteadas.
Este procedimiento por el que el promotor privado no elige a sus clientes, sino que es el Gobierno Vasco el que controla a los demandantes que deberán ser sorteados ante notario es novedoso a nivel estatal por varias razones 
:

· goza del apoyo de las asociaciones de promotores de vivienda de la Comunidad Autónoma del País Vasco
· es un ejemplo puntero de cooperación entre la Administración Pública y las empresas del sector en la tarea de luchar contra el fraude y los sobreprecios
· tiene una capacidad de lucha contra el fraude en materia de VPO privada de largo y poderoso alcance
· ayuda a visualizar a la VPO privada como lo que es: un patrimonio al servicio del derecho a la vivienda de la ciudadanía, es decir, un bien de uso, antes que una mercancía.

2.8.- ADJUDICACION DE LA VPO COOPERATIVA 

Los artículos 10 y siguiente del Decreto 315 excluyen expresamente a este tipo de promociones de los procedimientos de adjudicación descritos para Gobierno Vasco, ayuntamientos y promotores privados. El procedimiento de adjudicación de VPO cooperativa ha sido regulado por la Orden de 30 de junio de 2004, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de promociones privadas de viviendas de protección oficial llevadas a cabo por cooperativas, comunidades de bienes o promoción para uso propio. Esta orden se basa es los siguientes principios:
· los socios cooperativistas, para ser adjudicatarios deben cumplir los requisitos del Decreto 315, salvo el del empadronamiento
· la iniciativa de constitución de cooperativa y captación de socios debe anunciarse en el Boletín Oficial de Territorio y en un periódico del Territorio Histórico, de la misma manera, la iniciativa debe ser comunicada al Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales del Gobierno Vasco (que procederá a informar a los inscritos en Etxebide, que previamente hayan solicitado ser informados de la constitución de cooperativas de VPO, de la constitución de esta concreta cooperativa)
· en el caso de que el número de personas que deseen ser cooperativistas supere al de Viviendas de Protección Oficial a promover la adjudicación deberá hacerse mediante sorteo ante Notario. 
Este procedimiento de adjudicación de VPO promovida por cooperativas que cuenta con el apoyo del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, EUDEL (la principal asociación vasca de municipios) y los principales ayuntamientos vascos que utilizan la formula cooperativa (especialmente Vitoria-Gasteiz).
2.9.- SISTEMA INTEGRAL DE ADJUDICACIÓN DE TODA LA VPO VASCA
La sucesión del Decreto 315, la Orden de procedimiento de Vivienda de Protección Oficial y las órdenes homólogas de ayuntamientos, promotores privados y cooperativas de Vivienda de Protección Oficial cierra un círculo en la regulación de los procedimientos a través de los cuales la ciudadanía puede acceder en pie de igualdad a la VPO en Euskadi. Como consecuencia de lo anterior se impone el sorteo como forma de adjudicar toda la Vivienda de Protección Oficial vasca con independencia de su promotor. Aunque es evidente que todos los sorteos no tendrán siempre el mismo formato, dado que se dan las siguientes modalidades:
· Sorteo Etxebide:

· Promociones del Gobierno Vasco 

· Promociones concertadas con el Gobierno Vasco

· Promociones de Visesa

· Promociones municipales con algún tipo de acuerdo con Etxebide (Ayuntamientos de Getxo, Bilbao, Vitoria-Gasteiz, Leioa, etc).

· Sorteo municipal: 

· promociones municipales (con participación de los inscritos de Etxebide empadronados en el municipio cuando exista convenio entre el Ayuntamiento y el Gobierno Vasco).

· Sorteo ante notario (con participación de los demandantes inscritos en Etxebide):

· Vivienda de Protección Oficial privada

· Vivienda de Protección Oficial cooperativa
Este sistema integral se basa en los principio de publicidad, transparencia y concurrencia pública como principales armas contra el fraude en materia de VPO, todo ello sin perder de vista el carácter social de estas adjudicaciones antes reseñado.
Finalmente hay que reseñar que, como consecuencia de todo lo anterior, Etxebide es la puerta de entrada casi universal a todas las promociones de VPO en Euskadi.

2.10.- LA BATALLA POR EL INTERES PUBLICO Y LA LEGITIMIDAD SOCIAL: LA LUCHA CONTRA EL FRAUDE EN MATERIA DE VPO
Como ya hemos reseñado antes, las VPO son un patrimonio inmobiliario que deben tener como destino la satisfacción del derecho constitucional de acceso a una vivienda digna de los ciudadanos más necesitados de tutela pública. Como tal, estas VPO adscritas funcionalmente a la satisfacción de una necesidad social y con ellas ningún particular debe poder lucrarse y monetarizar una plusvalía de forma privada e individual. Si a esto le añadimos un contexto en el que el mercado expulsa a buena parte de la población del acceso a una vivienda digna, se comprenderá que la tolerancia de las Administración en materia de fraude no puede ser sino cero.
Una vez tomada esta opción de partida, la normativa vasca de VPO despliega una serie de medidas contra el fraude en la adjudicación, uso y transmisión de estas viviendas, entre las que cabe destacar las siguientes:
· la adjudicación por sorteo (Decreto 315, Orden de procedimiento de Vivienda de Protección Oficial, órdenes de procedimiento de ayuntamientos, privados y cooperativas)
· la Calificación Permanente (artículo 9.1 del Decreto 315)
· el alquiler de toda la Viviendas Sociales promovida por el Gobierno Vasco (artículo 10.2 b del Decreto 315)
· en torno al 40% de las viviendas asignadas por Etxebide en el periodo 2001-2004 están destinadas al alquiler y con ello solo se deja un 60% de margen al fraude en segundas y posteriores transmisiones.
· además hay que tener en cuenta la nueva política de precios en los alquileres (no como medida antifraude, pero si como medida que garantiza el uso socialmente más justo de las Viviendas Sociales) también como medida de lucha contra el mal uso de este tipo de viviendas
· el derecho superficie para la cesión de VPO de régimen general (artículo 10.2 c del Decreto 315).
· el efecto conjunto de la calificación indefinida como Vivienda de Protección Oficial y la adjudicación exclusivamente en derecho de superficie (o alquiler) es demoledor para las perspectivas de lucro privado futuro.
· el visado de segundas y posteriores transmisiones (el papel de notarios y registradores). El artículo 26 del Decreto 315 / 2002 y Anexo I del Decreto 315 / 2002 establecen las siguientes obligaciones:
· visar los contratos de compraventa y alquiler de Viviendas de Protección Oficial.
· cumplir los requisitos de VPO para los adquirentes o inquilinos (especialmente importante en materia de precios máximos de venta y alquiler).
· los Notarios deberán de forma inexcusable comprobar que dichas operaciones han obtenido el correspondiente visado; sin dicho visado, las transmisiones no se podrán elevar a escritura pública ni inscribirse en el Registro de la Propiedad 
.
· el ejercicio del derecho de adquisición permanente (tanteo y retracto) tal y como lo regula la Ley 7/1988, de 15 de Abril, de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de viviendas de protección oficial a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi  
y su norma de desarrollo el Decreto 103/1997, de 6 de mayo, de desarrollo de la Ley 7/1988, de 15 de abril, sobre derecho preferente de adquisición a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco en las transmisiones de viviendas de protección oficial

· las VPO calificadas con posterioridad al 12 de mayo de 1988 están sujetas al tanteo y retracto de la Administración en  segundas y posteriores transmisiones onerosas.
· esta prescripción existe desde 1988 pero prácticamente no se ha puesto en práctica hasta hace tres años. Hemos pasado de los cuatro tanteos y retractos de 1994, a los casi 100 del 2004. A lo que hay que añadir las ofertas de venta que empiezan a ser frecuentes, como consecuencia de la asunción de los propietarios de VPO de que su vivienda va a ser tanteada con toda seguridad en caso de intento de transmisión en el mercado
· las VPO tanteadas son adjudicadas a demandantes inscritos en Etxebide 
· inspección sobre el régimen de uso de la VPO 
· por primera vez desde la consecución del autogobierno se ha puesto en marcha un operativo dirigido por el Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales del Gobierno Vasco especializado en las labores de inspección del uso del parque de VPO que ha inspeccionado cerca de 8.000 viviendas a lo largo del año 2005 y que se disponen a inspeccionar en el 2006 10.000 nuevas viviendas.
· en una primea etapa nos estamos centrando en la detección de las patologías más graves socialmente (no ocupación, ventas irregulares y alquileres no autorizados), aunque el objetivo es claro: revisar todo el parque, que en esto momentos ronda las 45.000 viviendas calificadas e inscritas en el Registro de VPO que mantiene el Gobierno Vasco
· el corolario lógico de inspeccionar el uso no puede ser otro que el ejercicio de la potestad sancionadora en aquellos casos en los que se detecten infracciones no prescritas
· pudiendo ir las sanciones desde la pequeña sanciones económica 
· hasta el embargo de la vivienda por impago de las sanciones coercitivas (y readjudicación a demandante inscrito en Etxebide) 
· o la expropiación forzosa por la función social de la propiedad en el caso de las Viviendas de Protección Oficial financiadas con dinero publico (aún hoy vigente Ley 24/1977).
3.- CONCLUSIONES A EXTRAER DEL MARCO NORMATIVO DESCRITO
Una vez recorrida someramente la normativa vigente en Euskadi en materia de VPO podemos acometer la labor de caracterizar este corpus normativo. Creemos que son destacables, al menos, los siguientes rasgos:

3.1.- EL DERECHO DE LA CIUDADANÍA A ACCEDER A UNA VIVIENDA DIGNA COMO OBSESIÓN PERMANENTE
Todas las opciones normativas descritas están presididas por el espíritu de permitir el acceso a una vivienda digna al máximo número de ciudadanos y ciudadanas. En este punto es oportuno poner de relieve el recordatorio del profesor Gerardo ROGER FERNANDEZ cuando afirma que el artículo 47 de la Constitución es el único que prohíbe un tipo de especulación (la ejercida sobre el suelo) y es un artículo que no deja opción a los poderes públicos, pues en materia de vivienda estos deben intervenir, intervenir y después intervenir 
. Es en este contexto en el que deben ser encuadradas la apuesta del Gobierno Vasco por:

· el derecho de superficie a 75 años para todas las VPO (se retiene la propiedad de todos los suelos sobre los que promueve el Gobierno directa o indirectamente y pasado 75 años se recuperará el uso del vuelo edificado), en detrimento de la enajenación de la propiedad de un patrimonio inmobiliario construido con el esfuerzo tributario de la ciudadanía.
· el alquiler de todas las Viviendas Sociales (y de una buena parte de las VPO de régimen general) y el uso rotativo de estas viviendas por parte de los inquilinos
· la calificación permanente de las Viviendas de Protección Oficial que configura una propiedad privada fuertemente intervenida por lo público, en garantía del interés genera (propiedad a caballo entre la privada estricta y el dominio público)
· el control de las segundas y posteriores transmisiones (visado de todos los contratos de compraventa por parte del Gobierno Vasco, exigencia del visado gubernamental por parte de notarios y registradores, tanteo y retracto sistemático, inspección sobre el uso del parque, procedimiento sancionador, etc).

La centralidad del “derecho” a la vivienda en la normativa del la Comunidad Autónoma del País Vasco debe entenderse al margen de la polémica por el carácter de los principios rectores de política social y económica de los artículos 39 a 52 de la Constitución. Es evidente que no estamos, en puridad técnica, ante un auténtico derecho subjetivo. Es claro que nos encontramos en el terreno de un derecho de configuración legal o reaccional (como los califica el profesor Eduardo GARCIA de ENTERRIA 
). Es claro que el derecho a la vivienda carece de amparo ante el Tribunal Constitucional o que no está protegido por la técnica del constitucionalismo alemán de la garantía de su contenido esencial. Es notable que este derecho, aunque vincula a los poderes públicos en su actividad, no produce en la ciudadanía sino expectativas de actuación por parte de los poderes públicos. Todo esto es conocido y cierto. Sin embargo, nosotros hemos entendido que en esta parte del Estado Social es más importante la tutela efectiva del derecho gracias a la actividad prestacional, de fomento y policía de la Administración que el evidente déficit jurídico y constitucional del derecho a la vivienda. Y hemos recordado siempre la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que, en relación al conjunto del Capítulo III de la sección segunda del Título Primero de la Constitución, habla de unas Administraciones Públicas que no pueden ser abstencionistas, que deben actuar, que deben intervenir, en este caso, en beneficio del disfrute ciudadano del derecho a la vivienda, en tanto que principio de política social y económica.

Nótese que en un contexto en el que no estamos ante un verdadero derecho subjetivo la Administración Vasca ha logrado imponer un modelo novedoso de propiedad privada fuertemente intervenida por lo público. A pesar de las evidentes limitaciones constitucionales, hemos sabido construir entre todos un marco normativo que crea un tertium genium en materia de propiedad a través de las Viviendas de Protección Oficial. Todo lo anterior debe entenderse dentro de nuestra apuesta total por la optimización social del uso de un patrimonio inmobiliario al servicio de un derecho constitucional ciudadano. Formalmente, en el caso de la vivienda, no estamos ante un derecho subjetivo, pero ese principio rector de la política social y económica que enuncia el artículo 47 de la Constitución, cuando hay voluntad política, se puede llevar tan lejos como hasta la calificación permanente de las VPO y la creación de un tipo de propiedad a medio camino entre la privada pura y el dominio público. 
3.2.- SERVICIO PÚBLICO, POLICÍA ADMINISTRATIVA, FOMENTO Y POLÍTICAS PUBLICAS
Creemos que la normativa de VPO vasca configura un ámbito orgánico recorrido por las tres nociones clásicas de la actividad administrativa, es decir: el servicio público, la actividad de policía administrativa y el fomento.

Si definimos el servicio público como un conjunto de medios humanos, materiales y económicos que la Administración, de forma directa o concertada con la iniciativa privada, gestiona para satisfacer una necesidad pública a través de la prestación de bienes y servicios en régimen de monopolio y sometida a derecho público, nos daremos cuenta que en el caso de la VPO se dan todos los rasgos salvo el del monopolio. Pero como quiera que la propia doctrina administrativista ha relativizado el vigor de este rasgo, como consecuencia de la existencia de empresas públicas (regidas por el derecho privado y que concurren con la iniciativa privada) que indudablemente está orientadas al servicio público, es evidente que la maquinaria pública dispuesta en materia de vivienda cumple con los rasgos fundamentales del servicio público 
. En el caso que nos ocupa, todos los medios del Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales, y de entre ellos muy especialmente el Servicio Vasco de Vivienda - Etxebide, junto con Visesa (promotora pública), Orubide (sociedad de suelo), Alokabide (sociedad de alquiler), el programa Bizigune (movilización de vivienda vacía hacia el alquiler protegido) y la maquinaría pública municipal configuran un servicio publico de vivienda pública de cierta potencia orgánica.
El anterior conjunto está integrado por toda la panoplia de posibilidades publico-organizativas:

· Gestión directa y centralizada: Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales (con especial énfasis en Etxebide) y los ayuntamientos vascos.

· Organismos Públicos de todo tipo: Viviendas Municipales de Bilbao, Ensanche XXI, Patronato de la Vivienda de Donosti, Irunvi, etc.

· Empresas de economía mixta: como Visesa, Orubide y Alokabide.

· Gestión indirecta: fundamentalmente a través de concierto (sin casi presencia de otras técnicas como el contrato de gestión de servicio público, la concesión o la gestión interesada).
Este conjunto orgánico cumple con los rasgos típicos de un servicio público al uso en un contexto de Estado Social (publicatio, control de la Administración, carácter técnico-empresarial, en interés de los administrados, continuidad de la prestación, igualdad de acceso y uso del servicio público).
Pero además de ver los evidente rasgos de servicio público, en el modelo vasco de Vivienda Protegida, también podemos observar la presencia de los rasgos clásicos del fomento, entendida esta como la actividad administrativa que orienta la actividad privada hacia fines de interés general mediante incentivos público. Las subvenciones (al fomento del alquiler de VPO, programas de rehabilitación, acceso a la Vivienda Libre Usada, Áreas de Rehabilitación Integral, accesibilidad, etc 
) y líneas financieras ilustran a la perfección la actividad de fomento del aparato público en materia de vivienda. Aunque el fomento sea algo más propio del Estado Liberal que del Estado Social, no hay que perder de vista, como señala Eduardo GARCIA de ENTERRIA 
 la fuerte capacidad del fomento para la configuración social, la dirección económica y la redistribución de la riqueza.

Y finalmente hay que señalar que el aparato público definido por la normativa de VPO vasca tiene los rasgos clásicos de la actividad de policía administrativa. A este respecto baste recordar el gravamen en la esfera jurídica de los administrados que suponen las sanciones en materia de uso no autorizado de la VPO o la necesidad de solicitar autorizaciones previas en determinadas actividades (vg alquiler de Vivienda de Protección Oficial o el visado en las segundas y posteriores transmisiones de Vivienda de Protección Oficial) 

Por otra parte, estas tres actividades clásicas de cualquier Administración (servicio público, fomento y policía) deben entenderse dentro del marco teleológico de las políticas públicas de vivienda. Al hablar de las políticas públicas el profesor Joan SUBIRATS 
 habla de proyecto de cambio social y eso es lo que preside la normativa de VPO vasca: la voluntad de dar cobertura social a la parte de la ciudadanía vasca expulsada por el mercado del disfrute de un derecho constitucional y con ello impedir peligrosas dinámicas de exclusión social y/o dependencia del mercado, con todo lo que esto supone en términos de posibilitar una ciudadanía libre funcional al establecimiento de una sociedad democrática avanzada 
. Ese proyecto de cambio social tiene su reflejo en el Plan Director de Vivienda 2002-2005, marco teleológico, cuantitativo, cualitativo y axiológico en el que deben encuadrarse las tres nociones antes estudiadas: servicio público, fomento y policía administrativa 

3.3.- PERSPECTIVA JURÍDICO-ADMINISTRATIVA
Como en cualquier Administración Pública propia de un Estado Social y Democrático de Derecho, la Administración Pública vasca al servicio de la VPO respetar un equilibrio entre la vinculación positiva del principio de juridicidad (actuar solo cuando está legalmente habilitada) y la vinculación negativa. La realidad es compleja y dinámica y la Administración no se puede permitir permanecer inactiva, especialmente en el caso de la vivienda protegida, y por ello debe hacer uso de potestades discrecionales. Todo ello sin perjuicio de que, como en otras actuaciones administrativas, los tribunales controlen el sometimiento de esas potestades discrecionales a los fines que las justifican (tal y como reza el artículo 106.1 de la Constitución).

Por lo demás, la Administración vasca al servicio de la Vivienda Protegida cumple, al menos así lo creemos, el resto de características de una Administración de principios del siglo XXI: objetividad, eficacia, participación de los ciudadanos (artículo 103.1 de la Constitución), eficiencia, programación, control, responsabilidad, racionalización, agilización procedimental, servicio efectivo al ciudadano y transparencia (LRJAP y LOFAGE).

En este punto, y a pesar de la complejidad de un sistema público que, como el vasco, ha multiplicado por tres sus ritmos de trabajo y que presenta unas estadísticas record en el conjunto del Estado español, entendemos que se da el adecuado equilibrio entre las potestades exorbitantes de la Administración y las garantías y derechos de los administrados. No hay, desde nuestro punto de vista, huida alguna del derecho administrativo, en expresión ya clásica del profesor Manuel CLAVERO AREVALO 
 . Y no pueden ser entendida como huida del derecho administrativo el recurso a la Administración Impropia, frecuente en estos tiempos en todas las esferas administrativas y también en el campo de la VPO (notarios, registradores, cajas de ahorros, promotores, etc).
Por lo demás el ordenamiento jurídico administrativo de la Vivienda de Protección Oficial en Euskadi responde a los rasgos típicos de cualquier ordenamiento jurídico administrativo, especialmente en lo relativo a sus límites
· formales: competencia, normas sobre su procedimiento de elaboración, irretroactividad, etc.
· materiales: jerarquía normativa, respeto a los límites de las potestades discrecionales, etc.
Si definimos este como el modo de producción de los actos administrativos y consecución de los fines de la Administración, creemos poder afirmar que los procedimientos administrativos ligados a la VPO tienen todos los rasgos propios del procedimiento administrativo moderno. A saber: el equilibrio entre eficacia administrativa y garantías de los derechos de los ciudadanos como mandata el artículo 103.1 de la Constitución y la LRJAP.

Entre esas garantías de los administrados podemos citar las siguientes: gratuidad, no es necesaria la dirección técnica, carencia de solemnidad, impulso de oficio, predominio de la forma escrita, resolución expresa, notificación, derecho a conocer la identidad de la autoridad que impulsa el procedimiento, acceso a archivos y registros, uso de las dos lenguas de la Comunidad Autónoma, derecho a alegar y aportar documentación, audiencia pública, obtención de información y orientación jurídica y técnica, derecho al recurso administrativo y contencioso-administrativo, etc.

Si partimos de la concepción del ordenamiento jurídico como una verdadera fuente normativa y observamos el ordenamiento jurídico administrativo al servicio de la Vivienda Protegida en Euskadi advertiremos una de sus principales novedades: la falta de una norma con rango legal específicamente dedicada a la VPO. Los decretos y órdenes que hemos citado en estas páginas cuelgan directamente del artículo 47 de la Constitución, de los preceptos de habilitación competencial de la Comunidad Autónoma del País Vasco recogidos en nuestro Estatuto de Autonomía y de la legislación sectorial estatal aún en vigor (en algunos casos preconstitucional). Esta situación, que nos podría hacer pensar en la existencia en el Estado español de reglamentos independientes de las leyes (existentes en Francia donde hay reserva reglamentaria, pero inexistentes en nuestro ordenamiento jurídico) no es la deseable. Por ello, en estos momentos estamos trabajando en la redacción de un anteproyecto de Ley de Vivienda de la Comunidad Autónoma del País Vasco que cubra, al menos, los siguientes cometidos en el campo de la Vivienda Protegida:

· centre desde el punto de vista de la teoría de las fuentes las normas sobre vivienda protegida en Euskadi
· le de el grado de seguridad jurídica recomendable a determinadas apuestas realizadas en la normativa antes reseñada
· actualice algunas cuestiones un tanto vetustas (vg. régimen sancionador 
) que están afectadas por una reserva de ley expresa
Sea como fuere, esta situación de ausencia de texto legal hace que el Decreto 315/2002 se convierta en la norma básica en materia de VPO en Euskadi. Hemos estudiado antes buena parte de su contenido y todos coincidiremos en que el Decreto 315 es formalmente eso, un decreto, pero desde el punto de vista material su papel excede el que le debería ser natural. Lo predicado del Decreto 315, no es obstáculo para afirmar que la normativa sobre Vivienda de Protección Oficial vasca se configura como un marco integral en tanto que omnicomprensivo y, dentro de lo razonable, autointegrable.
3.4.- EL REFERENTE PERMANENTE DEL ESTADO SOCIAL
Retomo la provocación que lancé al principio de esta exposición: ¿es el derecho administrativo un derecho “de segunda” en comparación con el derecho constitucional? O acaso, en materia de principios rectores de política social y económica (y de entre ellos, también en materia de vivienda) ¿sin un derecho administrativo fuerte como complemento a un derecho constitucional audaz no hay, como nos sugería Norberto BOBBIO 
, posibilidad de transformación? Como ya explicité al principio de este trabajo, sin la adecuada conjunción de derecho constitucional, administrativo y políticas públicas no hay esperanza alguna para las capas más vulnerables de nuestra sociedad, pero tampoco hay mucha esperanza para la paz y cohesión social de todos a medio y largo plazo.

Todo lo que he tratado de exponer en estas páginas no podría entenderse si no se tienen en cuenta que ésta es una batalla, importante, pero una más, de las que hay que luchar en la defensa del Estado Social. La radicalidad y novedad del marco normativo de la vivienda protegida en Euskadi no se puede entender si no es en la perspectiva de una apuesta por el Welfare State casi cien años después de que HERMAN HELLER 
 lo definiese teóricamente y solo cincuenta años después de que FRIEDMAN, HAYECK, LIPSET, BELL, NISBET o HUNTINGTON 
 tratarán de socavar sus cimientos y mandarlo a un rincón de la historia.

Hoy el Estado Social sigue siendo la única manera de conciliar libertad civil con igualdad social y política. Como siempre nos recuerda el maestro Elias DIAZ 
 no hay verdadero Estado de Derecho sin un fuerte Estado Social. Tampoco debemos perder de vista el excelente trabajo de Viçens NAVARRO 
 que habla con claridad, ya desde su propio título (Bienestar insuficiente y democracia incompleta) de la relación entre Estado social y democracia.
El modelo de VPO vasco que he tratado de resumir es un modelo atípico (pues solo tiene homólogos parciales o totales en las Comunidades Autónomas de Asturias, Catalunya y Navarra), pero ni utópico ni ucrónico: se da aquí y ahora en la Euskadi de la primera década del nuevo siglo. Puede que sea un modelo a contracorriente de la política de muchas otras Comunidades Autónomas, pero lo que no se podrá negar es que no es un modelo a contracorriente del dictado constitucional, más bien al contrario es un modelo que trata de cumplir al 100% con el mandato constitucional que el artículo 47 dirige a los poderes públicos.
� Es cierto que este trabajo describe el régimen jurídico solo de las VPO, pero conviene recordar que éstas en Euskadi son una de cada tres de las nuevas viviendas construidas, mientras que en el conjunto del Estado español las VPO están en el entorno de una de cada trece de las nuevas viviendas construidas. Se entenderá fácilmente que el régimen jurídico de la Vivienda Protegida tiene gran impacto en la vida cotidiana de miles de ciudadanos vascos (por no hablar de la realidad alavesa en la que una de cada dos nuevas viviendas es una VPO) y que dicho régimen normativo tiene gran importancia práctica real.


� Sobre el rumbo actual de los modelos jurídicos de las Comunidades Autónomas en materia de vivienda, Juli PONCE SOLÉ, Algunas reflexiones sobre la competencia en materia de vivienda y las tendencias actuales en su ejercicio, Informe Comunidades Autónomas 2004, Instituto de Derecho Público, Barcelona 2005. Sobre la evolución de la política de vivienda en España existe abundante bibliografía. Entre otros, se puede consultar: Jose Luis VILLAR EZCURRA, La protección pública a la vivienda, Editorial Montecorvo, Madrid, 1981; Ricard GOMÁ, Las políticas de viviendas en las Comunidades Autónomas, dentro del volumen Estado de Bienestar y Comunidades Autónomas, Editorial Tecnos, Madrid, 2003; Pilar GARRIDO, El derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, en Los principios rectores de la política social y económica, Editorial Biblioteca Nueva, Madrid, 2004.


� La bibliografía sobre este precepto es amplia. Entre otros se puede consultar: Martin BASSOLS COMA, Consideraciones sobre el derecho a la vivienda en la Constitución española de 1978, RDU, Madrid, 1983; Miguel BELTRAN DE FELIPE, Intervención Administrativa en la vivienda, Editorial Lex Nova, Valladolid, 2000; Jose MUÑOZ CASTILLO, El derecho a una vivienda digna y adecuada; Editorial Colex, Madrid, 2000; Antonio JIMÉNEZ BLANCO, El derecho a una vivienda digna y adecuada en Comentarios a la Constitución social y económica de España, Editorial Comares, Granada, 2002; Gerardo PISARELLO, Vivienda para todos, un derecho en (de)construcción, Editorial Icaria, Barcelona, 2003.


� Javier ETXEBARRIA, Telepolis, Ensayos / Destino 17, Barcelona, 1994.


� A. GAMBARO, Propieta privata e disciplina usbanistica, Zanichelli, Bolonia, 1977. Los adjetivos (“sociales” y “económicas solventes”) son míos.


� Norberto BOBBIO, Studi sulla teoria generale del diritto, Turín, 1955 y Teoria dell'ordinamento giuridico, Turín, 1960 





� BOPV nº 249 de 31/12/2002


� BOPV nº 239 de 5/12/2003


� BOPV nº 167 de 28/8/2003


� BOPV nº 249 de 31/12/2002


� BOPV n º249 de 31/12/2002 y la Orden de 16 de diciembre de 2003, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se modifica la Orden de 30 de diciembre de 2002 sobre circunstancias de necesidad de vivienda (BOPV nº 13 de 21/1/2004)


� BOPV n º122 de 28/6/2002 y Orden de 16 de diciembre de 2003 del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se modifica la orden de 14 de junio de 2002 sobre procedimiento de adjudicación de VPO (BOPV nº 13 de 21/1/2004)


� BOPV nº 188 de 26/9/2003


� BOPV nº 53 de 17/03/2004


� BOPV nº 139 de 22/07/2004


� Su superficie útil máxima será de 90 m2, que se podrá superar excepcionalmente, sin exceder de 120 m2, en el 3% de las viviendas de cada promoción, o fracción en el caso de resultar un número inferior a una, las cuales deberán ser destinadas a unidades convivenciales de cinco o más miembros o familias numerosas. Sus trasteros tendrán como máximo una superficie de 13,50 m2 y sus plazas de garaje 30 m2 o 20 m2, dependiendo de que su acceso sea o no individual.


� Los precios máximos en primera, segunda y posteriores transmisiones se calcula multiplicando el m2 útil de la vivienda o anejo por una cantidad a determinar mediante Orden del Consejero en función del tipo de vivienda y de su ubicación en la Comunidad Autónoma. La Orden vigente sobre determinación de precios es de 25 de agosto de 2003 (modificada por Orden de 1 de agosto de 2004) que fija los siguientes precios.


Precios máximos de VPO de régimen general.


- Capitales de Territorios Históricos 		1.301.12 euros/m2 útil


- Municipios incluidos en un Anexo de la Orden 	1.258.85 euros/m2 útil


    - Resto de municipios 				1.137.19 euros/m2 útil


    - Anejos 					454.67 euros/m2 útil


Precios máximos de Viviendas Sociales 


- De promoción Pública 				597,98 euros/m2 útil


- De promoción Privada 				794,90 euros/m2 útil.


- Anejos 						361,88 euros/m2 útil


Respecto a las viviendas cuyo régimen de cesión sea el alquiler, los precios máximos de renta serán calculados fijando reglamentariamente un porcentaje de valor imputable en venta de la vivienda y anejo según el tipo de vivienda. 


Esta renta máxima anual será revisada al final de cada año del contrato de arrendamiento aplicando al precio actualizado de la vivienda el porcentaje que corresponda en función de los ingresos de la persona arrendataria. El sistema anterior suponía la actualización de los alquileres en función del IPC y desvinculándolos de la evolución de los ingresos del inquilino.


Precios de los alquileres en vivienda de promoción publica (Vivienda Social en alquiler):


De 3.000 euros o menos: 2% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 3.000 euros hasta 9.000 euros: 2,5% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 9.000 euros hasta 15.100 euros: 3% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Precios de los alquileres en vivienda de promoción privada (Vivienda Social o Vivienda de Protección Oficial destinada al alquiler: concertadas, Visesa, convenios con Ayuntamientos, convenios con cajas de ahorros, etc)


De 3.000 euros o menos: 2% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 3.000 euros hasta 9.000 euros: 2,5% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 9.000 hasta 15.100 euros: 3% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 15.100 euros hasta 21.100 euros: 5% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


En el caso de superar los ingresos máximos permitidos para el alquiler protegido.


Desde 15.100 euros hasta 21.100 euros: el 5% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 21.100 euros hasta 24.100 euros: el 8% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 24.100 euros hasta 27.100 euros: el 10% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


Por encima de 27.100 euros hasta 33.100 euros: el 12% del valor imputable en venta de la vivienda y anejos.


� En el conjunto del Estado se dan básicamente tres opciones en cuanto a la calificación de las Viviendas Protegidas:


Las Comunidades Autónomas que han optado por la calificación definitiva o cuasidefinitiva. La primera fue la Comunidad Autónoma del País Vasco en el año 2002 y después le siguieron Catalunya (90 años), Extremadura (permanente) y Asturias (vida útil de la vivienda) todas ellas en el año 2004.


Las Comunidades Autónomas que se mantienen, para sus propias tipologías autonómicas de Vivienda Protegida, más o menos, en el nivel marcado por el Plan Estatal 2005-2009 para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda (30 años, susceptibles de ampliación por las Comunidades Autónomas)


Las Comunidades Autónomas que, a través de diferentes tipologías autonómicas de Vivienda Protegida reducen el periodo de calificación de las mismas. Destacan en este campo las Vivienda de Protección Pública destinadas al alquiler con opción de compra de la Comunidad Autónoma de Madrid descalificable a los 7 años, pero también debemos citar las Vivienda Protegida autonómica descalificable a los 15 años en Andalucía, Cantabria o Valencia y las Viviendas de Precio Tasado descalificables a los 10 años en las Islas Baleares o Castilla La Mancha.


El Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el “Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda” fija en su artículo 5 los 30 años como plazo general descalificación de las Viviendas de Protección Oficial que hayan recibido ayudas del plan estatal, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas puedan ampliar este plazo. En su primera redacción el Real Decreto fijaba como plazo de calificación “toda su vida útil (de la vivienda), sin posibilidad de descalificación voluntaria, salvo las viviendas protegidas de nueva construcción para arrendamiento, de renta concertada …”. La presión de diferentes Comunidades Autónomas a lo largo de los meses de mayo y junio de 2005 aconsejó al Ministerio de la Vivienda dejar el plazo de calificación de las viviendas del plan estatal en los referidos 30 años, truncando un intento del Ministerio por evolucionar hacia parámetros vascos, catalanes, extremeños o asturianos.


� Obviamente me estoy refiriendo al estatuto de la propiedad privada de los titulares de una VPO con posterioridad a la adjudicación de la misma por parte del promotor. Dejo de lado el impacto, evidente, de la configuración normativa de la VPO sobre el estatuto de la propiedad de los titulares privados de suelos que se ven obligados por ley y planeamiento a promover determinadas cantidades de este tipo de viviendas sobre sus suelos. Sobre este último asunto se puede consultar la abundante bibliografía de autores que han tratado con profusión este tema como Gerardo ROGER FERNANDEZ, Luciano PAREJO ALFONSO, Javier GARCIA-BELLIDO, Angel MENENDEZ REXACH, Marcos VAQUER CABALLERIA o Josep ROCA CALDERA.


� Luciano PAREJO y Eduardo GARCIA DE ENTERRÍA, Lecciones de Derecho Urbanístico, Madrid, Civitas, 1981.


� Es ciertamente difícil determinar la frontera entre las promociones públicas municipales y las promociones privadas en sentido estricto. En la mayor parte de los casos, los Ayuntamientos no promueven y/o construyen ellos, sino que se lo encargan (a través de diversos sistemas) a promotores privados que son, de hecho, quienes solicitan y obtienen la Calificación Provisional en las delegaciones territoriales de Vivienda. Todo lo anterior dificulta sobremanera saber si una promoción es municipal o privada.


� Como es bien conocido en la Comunidad Autónoma del País Vasco existe, desde 1994, ex lege, una reserva, en suelo urbanizable del 65% de las nuevas viviendas a construir, que es el 20% en el caso de las viviendas a construir en suelo urbano. Estas reservas para VPO son las mayores de las existentes en las quince Comunidades Autónomas que disponen de ellas. Sobre este tema es interesante la consulta de Juli PONCE SOLÉ Solidaridad, cohesión social y derecho público, a propósito de las reservas legales de Vivienda Protegida como instrumento de desarrollo urbanístico sostenible, II Seminario Pensando lo local en el nuevo siglo, Fundació Carle Pi i Sunyer, 5 y 6 de febrero de 2004.


� Es necesario destacar el papel del artículo 15 y siguientes del Decreto 315/2002, las llamadas Ordenes de procedimiento de adjudicación de VPO gubernamental, privada, municipal y cooperativa y la Orden de circunstancias de necesidad de vivienda.


� Un registro con estas características (gestor integral de la demanda de Vivienda Protegida de toda una Comunidad Autónoma y mecanismo de adjudicación del conjunto de bienes y servicios públicos vinculados a la Vivienda Protegida desde el año 1997) no existe en ninguna Comunidad Autónoma del Estado español, con la única excepción del Servicio Toc Toc de Aragón (a partir de la � HYPERLINK "http://benasque.aragob.es:443/cgi-bin/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCR=2&SEC=BUSQUEDA_FECHA&RNG=200&SEPARADOR=&&@PUBL-E=20041227" ��Ley 9/2004, de 20 de diciembre�, de reforma de la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de política de vivienda protegida). Las Comunidades Autónomas que más se acercan al modelo vasco (además en Aragón) pueden ser Asturias (que ya dispone de un registro para estudiar la demandan que pretende convertirse en un sistema de adjudicación de Vivienda Protegida creado por Resolución de 27 de octubre de 2003 de la Consejera de Vivienda y Asuntos Sociales del Principado), Catalunya (que a través de la Sociedad Pública ADIGSA pretende coordinar todos los registros y sistema de adjudicación municipales con un registro único creado por la DA 4ª del Decreto 454/2004) y Extremadura (que dispone de un registro de demandantes que son baremados a la hora de acceder a las Viviendas de Protección Oficial desde el Decreto 186/2004 que regula el Plan de Vivienda y Suelo 2004-2007). También debemos reseñar que La Rioja, Navarra y las Islas Baleares han creado en los años 2004 y 2005 una serie de registros que tienen la vocación de contener la demanda de Vivienda Protegida de la Comunidad Autónoma y ser instrumento, de una u otra manera, de adjudicación de la misma, aunque todavía es pronto para medir su desempeño y conocer su verdadero carácter. Por otra parte, Andalucía, Canarias, Cantabria, Galicia, Madrid, Murcia y Valencia no disponen de registro de ningún tipo ni se tiene noticia de proyectos al respecto. Y por completar el cuadro Castilla León dispone de un registro solo para personas con discapacidad y viviendas adaptadas y Castilla y La Mancha está desarrollando un registro para el control de las segundas y posteriores transmisiones de VPO. Todo lo anterior debe enmarcarse en el contexto del debate y aprobación del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el “Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda”. El artículo 13.7 del Real Decreto establece la obligatoriedad de los registros de demandantes en las Comunidades Autónomas para controlar los procesos de adjudicación y venta de las Viviendas Protegidas, pero en el siguiente párrafo acepta la existencia de otros procedimientos autonómicos que garanticen el mismo objetivo (principios de igualdad, publicidad, concurrencia, así como eliminar cualquier tipo de fraude en las primeras y posteriores transmisiones) sin mucha mayor concreción que la rendición de cuentas en la Comisión Bilateral de Seguimiento del Plan. Este texto no era el originariamente previsto por el Ministerio, dado que el artículo 13.7 en su redacción originaria establecía de forma mucho más taxativa que “la venta y adjudicación de las viviendas acogidas a este Real Decreto, hayan o no obtenido ayudas financieras a la vivienda, habrá de efectuarse a demandantes inscritos en los registros públicos establecidos al efecto por las Comunidades Autónomos y Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, según los procedimientos que las mismas determinen. En este tema, como en el de la duración de la calificación, el Ministerio operó a lo largo de los meses de mayo y junio del 2005 un claro viraje.


� Se entiende que se da habitabilidad en el caso de que una vivienda se encuentre situada en un edificio que posea adecuación estructural y constructiva y cumpla además dicha vivienda unas condiciones mínimas respecto a superficie útil, distribución interior, ventilación, iluminación natural y aireación, instalaciones de agua y saneamiento, electricidad, aislamiento térmico y acústico, instalación de calefacción o gas natural, servicios higiénicos, e instalaciones básicas de cocina.


� Se considerarán como discapacitados con movilidad reducida permanente, de entre los recogidos en el Anexo 3 del Real Decreto 1.971/1.999, de 23 de diciembre, por el que se regula el procedimiento para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de minusvalía, los que acrediten mediante certificación del órgano competente hallarse en alguna de las siguientes circunstancias :


los confinados en silla de ruedas.


los que dependan absolutamente de dos bastones para deambular.


los que sumen 12 puntos o más en relación los apartados D y H.


los que suman de 7 a 11 puntos en relación con los apartados anteriores.


� Artículo 10 a 14 del Decreto 315/2002 y órdenes de procedimiento de adjudicación antes citadas


� En el conjunto de las Comunidades Autónomas del Estado español se pueden apreciar las siguientes tendencias en procedimientos de adjudicación de Vivienda Protegida:


las Comunidades Autónomas que no disponen de norma autonómica alguna de adjudicación (Andalucía, Cantabria, Islas Baleares –aunque en estos casos lo lógico es que las desarrollen en breve pues desde el año 2005 disponen de un registro de demandantes-, Madrid y Valencia)


las Comunidades Autónomas que han optado por sistema de baremación (Navarra, La Rioja y Extremadura –que combinan con la existencia de un registro de demandantes con la baremación- y Canarias, Castilla y La Mancha, Galicia y Murcia –que bareman promoción a promoción al carecer de registro de demandantes)


las Comunidades Autónomas que han optado por el sistema del sorteo, previo establecimiento del registro de demandantes, combinado con la existencia de cupos de discriminación positiva (además de la Comunidad Autónoma del País Vasco, Catalunya, Asturias y Aragón)


Castilla y León es la única Comunidad Autónoma con un sistema mixto (parte baremado y parte sorteado, a pesar de carecer de registro).


� Frente a la extendida idea del sorteo de Vivienda Protegida como un “rifa” o “lotería” regida solo por el azar, creo que es interesante conocer las siguientes estadísticas del sistema Etxebide que muestran que el sorteo con cupos combina transparencia con una fuerte política social. En los años 2001 a 2004 las adjudicaciones de VPO de Etxebide han tenido como destinatarios a los siguientes colectivos: discapacitados 2.7 %, familias monoparentales 3.6 %, familias numerosas 0.1 %, demandantes por más de cuatro años 1 %  (cupo que solo ha operado en el año 2004), jóvenes menores de 35 años 70.3 % y cupo general 22.3 %. En el mismo periodo 2001-2004 las adjudicaciones de Etxebide han tenido como destino a demandantes inscritos con los siguientes tramos de ingresos: 3.000 y 9.000 euros el 22%, 9.000 y 15.100 euros el 50.4%, 15.100 y 21.100 euros el 19.3%, 21.100 y 27.100 euros el 6.5%, 27.100 y 33.100 euros el 1.8%. Como se puede apreciar estas adjudicaciones son cualquier cosa menos una rifa ciega y constituyen un elemento central de la política social en materia de vivienda del Gobierno Vasco.


� Artículo 11.4 del Decreto 315.


� La Orden de 26 de febrero 2004 (modificada por Orden de 29 de septiembre), del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimiento de adjudicación de VPO a que se refiere el artículo 11-4 del Decreto 315/2002, de 30 de diciembre sobre régimen de viviendas de protección oficial y medidas financieras en materia de vivienda y suelo.


� Las dos únicas Comunidades Autónomas que pretende dotar de algún tipo de garantía pública a la adjudicación de VPO de promoción privada son Navarra y Extremadura. Navarra a través de un baremo único para todas las adjudicaciones de VPO en la Comunidad Foral (pero en la que sigue teniendo gran capacidad de incidencia y configuración real la iniciativa privada) y Extremadura que pretende imponer el baremo público también a las VPO privadas, pero que, de momento no ha puesto en marcha dicho sistema de control público.


� De un sistema como este, o de características similares, no se tiene noticia en ninguna de las otras dieciséis Comunidades Autónomas. 


� Todo esto es de aplicación a todas las viviendas con calificación de protección oficial vigente, independientemente de su sujeción a la ley 7/1988 de 15 de abril de derecho preferente de adquisición en las transmisiones de viviendas de protección oficial a favor de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi.


� Como en algún otro aspecto, en este campo la Comunidad Autónoma del País Vasco fue precursora de futuros desarrollos, pues a la norma legal de 1988 que reconoce el derecho de adquisición preferente a favor de la Administración le han seguido desde finales de los años noventa normas legales o reglamentarias en casi todas las Comunidades Autónomas, aunque la tendencia se ha acelerado a partir del año 2004. Sin embargo, conviene resaltar que muchas Comunidades Autónomas han regulado el instituto del tanteo y retracto pero no lo aplican (aduciendo razones de tipo presupuestario, pero también un pretendido conflicto con la normativa civil). También es digno de reseñarse que muchas Comunidades Autónomas han regulado el tanteo y retracto de VPO a favor de la Comunidad Autónoma autoimponiéndose, de forma innecesaria a mi juicio, los límites propios del tanteo convencional civil (por ejemplo el exiguo plazo de los 10 años en Andalucía, Cantabria, Castilla y León, Galicia o La Rioja, la tendencia a aplicarlo solo a Viviendas de Protección Oficial de promoción puramente pública como en el caso de Canarias, Cantabria o Islas Baleares o el dejarlo directamente en manos de los promotores privados –pacto a incluir entre el promotor privado de VPO y el adquirente en el contrato de compraventa- como ocurre en Andalucía). Finalmente podemos reseñar que Aragón, Catalunya, Extremadura y Asturias están implantando modelos similares al vasco en los que la calificación permanente (permanente de forma expresa, por noventa años o toda la vida útil de la vivienda) se combina con la posibilidad de ejercer el derecho de tanteo y retracto en todas las segundas y posteriores transmisiones de Vivienda Protegida.


� Gerardo ROGER FERNANDEZ, La gestión del suelo para la vivienda social, en el curso de verano de la Universidad Complutense “El derecho a la vivienda y la política local”, El Escorial (Madrid), 25 a 29 de julio de 2005.


� Eduardo GARCIA de ENTERRIA, La Constitución como norma y el Tribunal constitucional, Madrid, Civitas, 1981. 


� En apoyo de la tesis sobre la vivienda como un servicio público no monopolístico se puede consultar el artículo ya clásico de Martin BASSOLS COMA, Consideraciones sobre el derecho a la vivienda en la Constitución española de 1978, RDU, Madrid, 1983. Y de entre los autores más jóvenes destaca por su actual dicotomía (Director General de la Vivienda del Aragón y profesor de Derecho Administrativo de la Universidad de Zaragoza) el posicionamiento a favor de la consideración de la vivienda como un servicio público de Julio Cesar TEJEDOR BIELSA en, entre otros trabajos, Nuevos desarrollos normativos en materia de vivienda en Aragón, Cuadernos de Derecho Local, nº 7, Barcelona, febrero 2005.


� Las principales normas en materia de subvenciones a la VPO en Euskadi son las siguientes:


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre ayudas a la promoción de VPO y medidas de fomento al alquiler (BOPV nº 249 de 31/12/2002).


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre medidas financieras en materia de suelo y urbanización (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre medidas financieras en materia de suelo y urbanización referente a la adquisición onerosa de suelo para formación de patrimonios públicos de suelo con destino preferente a la promoción de VPO (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Decreto 316/2002, de 30 de diciembre, por el que se promueve e impulsa el "Programa de Vivienda Vacía", se establece su régimen jurídico y se encomienda su gestión a la Sociedad VISESA (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Orden de 22 de abril de 2003, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre condiciones de cesión y procedimiento de adjudicación del “Programa de Vivienda Vacía” (BOPV nº 96 de 19/5/2003)


Orden de 30 de julio de 2003, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre medidas financieras para compra de vivienda. (BOPV nº 167  de 28/8/2003)


Decreto 317/2002, de 30 de diciembre, sobre actuaciones protegidas de rehabilitación del patrimonio urbanizado y edificado (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre medidas financieras para rehabilitación de vivienda. (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se regula la concesión de subvenciones para la rehabilitación del patrimonio urbanizado y edificado en Áreas de Rehabilitación Integrada o en Áreas Residenciales Degradadas. (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


Orden de 30 de diciembre de 2002, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se regula la concesión de subvenciones a Ayuntamientos y otras Instituciones Menores para la elaboración de planes de accesibilidad y para la ejecución de obras de mejora y la adquisición de equipamiento para garantizar la accesibilidad en el entorno urbano y las edificaciones. (BOPV nº 249 de 31/12/2002)


� Eduardo GARCIA de ENTERRIA, La administración española: estudios de ciencia administrativa, Madrid, Civitas, 1999.


� Joan SUBIRATS, Políticas públicas en España, Ariel, 1999.


� Sexto párrafo del Preámbulo de la Constitución de 1978


� Manuel CLAVERO AREVALO, Estudios de derecho administrativo, Instituto Garcia Oviedo, Madrid, Civitas, 1992.


� Esta materia está regulada en estos momentos por las siguientes normas en la Comunidad Autónoma del País Vasco: 


Ley 2/1998, de 20 de febrero, de la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco.


Ley 24 / 1977, de expropiación forzosa por incumplimiento de la función social de la propiedad de Viviendas de Protección Oficial (BOE de 4 de abril de 1977).


Decreto 2114/1968, de 24 de julio, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley sobre Viviendas de Protección Oficial. 


Real Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se desarrolla el RDLey 31/1978 sobre política de vivienda.


� Ver supra nota nº 6 


� Herman HELLER, Teoría del Estado, Fondo de Cultura, Mexico, 1998


�  Se puede obtener una visión del movimiento neoconservador, entre otras muchas fuentes, a través de Fernando VALLESPIN, Historia de la Teoría Política, Alianza Editorial, 1993.


� Elias DIAZ, Estado de Derecho y sociedad democrática, 1966.


� Vicenç NAVARRO, Bienestar insuficiente, democracia incompleta, Anagrama, Barcelona, 2002.
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